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I. Introducción

“Cada sentencia del Poder Judicial que obliga a quienes no cum-
plen con el mandato de la Constitución o de la ley, a realizar lo 
que éstas prescriben, representa un acto democrático que honra 
la confianza popular en él depositada. En otras palabras, hacer 
cumplir la ley es uno de los actos democráticos más genuinos del 
servicio público”.1 

Con estas palabras, el ministro Alberto Pérez Dayán aludió a 
la importancia jurídica y política de la cosa juzgada en su discur-
so pronunciado el 5 de febrero de 2024 en ocasión del 107o. ani-
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1	 Pérez Dayán, Alberto, “Por encima de la Constitución no hay poder algu-
no”, Nexos, México, 6 de febrero de 2024, http://bit.ly/3wMIjNV 
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versario de nuestra Constitución, aún en vigor al escribirse estas 
líneas en mayo de 2024. La evidente relevancia jurídica de la cosa 
juzgada estriba nada menos en que su autoridad, fundada en los 
artículos 14 y 17 constitucionales, es “uno de los principios esen-
ciales en que se funda la seguridad jurídica, toda vez que el respeto 
a sus consecuencias constituye un pilar del Estado de derecho”;2 
en la inexorable observancia que —en principio— corresponde 
a la decisión contenida en la sentencia radica el cumplimiento 
de la función esencial del derecho: brindar certeza sobre las re-
laciones sociales imponiéndoles normas que forzosamente han 
de cumplirse.3 Y el papel político de la cosa juzgada consiste en 
imponer el cumplimiento inexorable de estas normas creadas en 
una sociedad democrática por un legislador representativo de la 
ciudadanía, lo que es particularmente trascendente con relación 
a las sentencias de la justicia constitucional.4

Por esta relevancia jurídica y política, y por tratase de una fi-
gura técnica procesal de esencial importancia, la cosa juzgada ha 
ocupado desde siempre las reflexiones de los juristas. De ella ya 
se ocupó la ley quinta del Código de Hammurabi, y fue objeto de 
la consideración de juristas romanos como Ulpiano, Modestino y 
otros, al igual que de distinguidos procesalistas de los últimos si-
glos.5 Sin embargo, a pesar de su larga historia y la relativamente 
abundante literatura sobre ella, la cosa juzgada aún está lejos de 
ser un tema agotado y la complejidad de nuestros actuales orde-
namientos plantea nuevos problemas con relación a este concep-
to, como lo hace respecto de instituciones y figuras que teníamos 
como básicas o que dábamos por plenamente conocidas.

2	 Cosa juzgada. El sustento constitucional de esa institución jurídica procesal 
se encuentra en los artículos 14, segundo párrafo y 17, tercer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Pleno, Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, t. I, tesis 435, reg. 
1011727, p. 1482.       

3	 Véase Recaséns Siches, Luis, Tratado general de filosofía del derecho, 14a. ed., 
México, Porrúa, 1999, pp. 221-222.

4	 Cfr. Liebman, Enrico Tullio, Eficacia y autoridad de la sentencia y otros estudios 
sobre la cosa juzgada, trad. de Santiago Sentís Melendo, México, TSJDF, 2003, pp. 
151-152.

5	 Véase en general Nieva Fenoll, Jordi, La cosa juzgada, Barcelona, Atelier, 2006, pp. 25 
y ss.
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Suele pensarse que el mayor reto para la cosa juzgada es su in-
validez con motivo de su arbitrariedad derivada de “vicios de tal 
gravedad que la descalificar[a]n como acto jurisdiccional” como 
lo ha dicho la Corte Interamericana de Derechos Humanos.6 Un 
ejemplo de lo anterior en México, que concretiza muy especí-
ficamente la satisfacción del debido proceso como presupuesto 
de la cosa juzgada,7 es la llamada “nulidad de juicio concluido”,8 
procedimiento sumamente extraordinario que recientemente se 
reconoció que abarca la materia mercantil para “dinamiza[r] el 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva reconocido por 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos”.9 Pero no obstante sus complejidades, la nulidad de 
juicio concluido no presenta mayores dificultades en nuestro 
país, pues existe una experiencia doctrinal y jurisprudencial de 
décadas que lo ha consolidado como una institución procesal 
bastante conocida y aplicada sin mayores problemas.10

En esta ocasión me referiré a otras dificultades de la cosa juz-
gada, más sutiles y algunas infrecuentes, pero que constituyen 
problemas que deben dilucidarse para la cabal observancia de 
nuestro ordenamiento. Dichos tópicos son los siguientes: 1) la 
eficacia refleja de la cosa juzgada; 2) los conflictos entre “cosas 
juzgadas”; y 3) el reconocimiento de la cosa juzgada extranjera.

Este texto no pretende concluir sobre estos temas. Su inten-
ción es echar luz sobre estas aristas de la cosa juzgada y exponer 
sus notas esenciales a fin de propiciar la reflexión sobre ellas y 
comenzar a tomarlas en serio por sus eventuales implicaciones 
prácticas que he observado en la práctica profesional. Estos pro-

6	 Cantos vs. Argentina, fondo, reparaciones y costas, 28 de noviembre de 2002, http://
bit.ly/3sM7Q7U, § 63.

7	 Supra, nota 2.
8	 Véanse los artículos 52 y ss. del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares 

(CNPCF).
9	 Acción de nulidad de juicio concluido. Procede tratándose de procedimientos 

mercantiles (artículo 737 A del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 11a. época, 
lib. 35, marzo de 2024, t. V, tesis PR.C.CS. J/30 C (11a.), reg. 2028455, p. 4428.

10	 Véase Gómez Lara, Cipriano, Teoría general del proceso, 10a. ed., México, Oxford 
University Press, 2012, p. 287.
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blemas muestran con claridad el dinamismo del derecho: una fi-
gura tradicional siempre puede tener nuevas facetas que propo-
nen retos a la ciencia jurídica.

II. Eficacia refleja

Las modalidades (directa, e indirecta o refleja) de eficacia de la 
sentencia se relacionan con los límites objetivos y subjetivos de 
la cosa juzgada.11 A grandes rasgos, la eficacia directa de la cosa 
juzgada es la que impone la autoridad de la sentencia con relación 
a las partes de un proceso, a su objeto y a la causa del litigio que 
resuelve; en cambio, la eficacia indirecta o refleja se despliega con 
relación a alguno(s) de los elementos anteriores y difiere respecto 
de otros especialmente las partes, pues su principal signo es que 
produce efectos contra terceros que no participaron en el proceso.

En modo alguno es novedosa la distinción entre la eficacia 
directa y refleja de las sentencias. Desde hace muchas décadas, 
por ser la base de una importante excepción procesal, la doc-
trina procesal y la jurisprudencia mexicana12 se han ocupado de 
este tema, pero este tema aún parece “siempre insoluto y quizá 
refractario a una solución teórica general que nos libere de una 
casuística minuciosa en la que todo resultado particular perma-
nece dudoso y discutido”.13 Esta dificultad se halla presente en el 
derecho mexicano vigente.

Al resolver el amparo directo 5/2021, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sentó un precedente vinculante que define 
la cosa juzgada refleja.14 El Máximo Tribunal señaló en esta eje-

11	 Véanse Ovalle Favela, José, Derecho procesal civil, 3a. ed., México, Harla, 
1989, pp. 214-215; y Cosa juzgada. Sus límites objetivos y subjetivos, Ple-
no, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, t. I, tesis 436, 
reg. 1011728, p. 1483.

12	 Véase en particular Cosa juzgada, eficacia refleja de la, Tercera Sala, Sema-
nario Judicial de la Federación, 8a. época, vols. 163-168, cuarta parte, reg. 
240485, p. 38.

13	 Liebman, Enrico Tullio, op. cit., pp. 103-104.
14	 Para una discusión de esta sentencia, véase Justicia TV, #YaLoDijoLaCorte 

| Cosa juzgada, YouTube, 11 de abril de 2024, http://bit.ly/3wBfS5C
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cutoria que se actualiza la eficacia directa de la sentencia cuan-
do las partes, el objeto y las causas del proceso en que se dictó 
coincide con dichos elementos de un segundo proceso, sobre el 
cual también impone su autoridad para satisfacer la seguridad 
jurídica. Pero la misma sentencia también tendrá una eficacia in-
directa o refleja sobre el proceso ulterior en que “no se actualiza la 
totalidad de los elementos que la integran en su efecto directo” y 
“guarda una vinculación muy estrecha con actuaciones derivadas 
de una misma cuestión jurídica”, “a tal grado que, de no tener[se] 
en cuenta la decisión del primer asunto, se comprometería la se-
guridad jurídica”.15 Estableció así la Suprema Corte un concepto 
amplio y flexible de eficacia refleja de la cosa juzgada.

Con anterioridad, la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación había establecido en la jurispru-
dencia 12/2003 un concepto estrecho y rígido de “cosa juzgada 
refleja”, uno de cuyos elementos es “[q]ue las partes del segundo 
hayan quedado obligadas con la ejecutoria del primero”.16 A dife-
rencia del criterio de la Suprema Corte reseñado en el párrafo an-
terior, el Tribunal Electoral exige que la plena identidad de partes 
sea uno de los elementos comunes entre el primer proceso y el 
segundo al que se quiere llevar la cosa juzgada de aquél, lo que 
se corresponde con el postulado de que la autoridad de la cosa 
juzgada en principio sólo afecta a las partes del proceso en que se 
estableció, pues de lo contrario se afectaría la garantía de audien-
cia que el artículo 14 constitucional otorga a terceros.17

Por supuesto, desde el punto de vista formal y a efectos prác-
ticos, el precedente de la Suprema Corte prevalece sobre el del 
Tribunal Electoral.18 Pero aquí importa delimitar de manera ma-
terialmente acertada el concepto de “cosa juzgada refleja”: ¿sería 
entonces preferible asumir el muy amplio criterio del Máximo 

15	 Cosa juzgada y sus efectos directo y reflejo. Diferencias y requisitos para su 
actualización, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
11a. época, lib. 28, agosto de 2023, t. II, tesis 1a./J. 101/2023 (11a.), reg. 
2026918, p. 1157.

16	 Cosa juzgada. Elementos para su eficacia refleja, Apéndice al Semanario Ju-
dicial de la Federación 1917-2011, t. VIII, tesis 83, reg. 1000722, p. 100.

17	 Cfr. Ovalle Favela, op. cit., pp. 215-216; y “Cosa juzgada…”, cit., nota 11.
18	 Véase el artículo 223 de la Ley de Amparo.
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Tribunal o el del segundo?; ¿o resultaría mejor seguir a Liebman 
y considerar que el elemento constante de la eficacia de la sen-
tencia —distinta de la autoridad de la cosa juzgada— sea el objeto 
del proceso,19 y que exclusivamente en función de éste la sen-
tencia produzca efectos frente a todos, aunque con “intensidad 
menor” para los terceros quienes en observancia de su derecho 
fundamental de defensa podrían desvincularse de ella superando 
su presunción iuris tantum de corrección?20

III. Colisión de “cosas juzgadas”21

La cosa juzgada “directa” y la “refleja” adquieren pertinencia tra-
tándose de una sentencia que repercute en el litigio de un diverso 
proceso aún sub iudice, en el cual no se ha dictado la correspon-
diente resolución definitiva. De acuerdo con la Suprema Corte, 
ambas modalidades de eficacia de las sentencias han de hacer-
se valer oficiosamente por el juzgador que conozca del segundo 
proceso para privilegiar la certeza jurídica y la observancia de 
lo resuelto en el primer proceso.22 Pero no existe precedente u 
otro referente jurídico que indique cómo solucionar el conflicto 
entre dos resoluciones que ya se han dictado y causado estado, y 
las cuales mantienen conexidad y repercuten recíprocamente en 
sus materias.

Este problema no es una mera especulación teórica, aunque 
afortunadamente tampoco es un problema que se actualiza con 
frecuencia. Sin embargo, en conflictos complejos que tienen di-
versas vertientes procesales resulta factible que sus resoluciones 

19	 Sobre la extensión de la eficacia refleja de la sentencia, véase Cosa juzgada. 
Su eficacia refleja se extiende a aspectos aun no decididos expresamente 
en el juicio primigenio, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 10a. 
época, lib. 14, enero de 2015, t. III, tesis I.11o.C.21 K (10a.), reg. 2008339, 
p. 1886.

20	 Liebman, Enrico Tullio, op. cit., pp. 137 (n. 54), 150-154, 178-179 y 209.
21	 Véase en general Nieva Fenoll, op. cit., pp. 269-286.
22	 Cosa juzgada refleja. Debe analizarse de oficio cuando el juzgador advierte 

su existencia aunque no haya sido opuesta como excepción por alguna de 
las partes, Primera Sala, tesis 1a./J. 30/2018 (10a.), reg. 2018057, p. 651.
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coincidan parcial, no totalmente; o que a pesar de no contener 
una de ellas pronunciamiento explícito que se oponga a lo deci-
dido por la otra, las consecuencias o implicaciones de la primera 
entre en colisión con las determinaciones de la última; aunque es 
sólo una posibilidad, un fraude procesal no es necesariamente la 
causa de estos conflictos.23

Al analizar este problema, para solucionarlo Jordi Nieva Fe-
noll planteó cuatro alternativas —todas asumidas en la práctica 
en algún momento, y no meros ejercicios especulativos— que, en 
síntesis, pueden valorarse de la siguiente manera:24

1)	 Nulidad de la resolución posterior. Se trata de la alternativa 
más obvia, no sólo porque fue sostenida desde el derecho 
romano, sino derivar del arraigado principio prior tempo-
re, potior iure (“primero en tiempo, primero en derecho”). 
Sin embargo, la corrección material de la cosa juzgada y la 
aplicación del derecho vigente que conlleva es una cues-
tión de orden público, aunque el litigio que resuelve verse 
sobre intereses inmediatamente privados; siendo así, de-
terminar cuál resolución debe prevalecer es un problema 
demasiado importante para dejar su solución al simple 
turno, especialmente cuando su anterioridad podría no 
deberse a que se promovió antes sino a retrasos imputa-
bles al tribunal.

2)	 Nulidad de la primera resolución. Fundada sobre el criterio 
de temporalidad (lex posterior derogat priori), esta opción 
hace prevalecer la segunda resolución por considerar que 
ésta por su calidad postrera resultaría más adecuada. Pero 
esta alternativa tiene el inconveniente de ocasionar pro-
blemas prácticos si ya se ha iniciado o consumado la eje-
cución de la resolución anterior.

3)	 Nulidad de ambas resoluciones (y sus procesos). Esta op-
ción importa la reposición de los respectivos procedi-
mientos para volver a instruir sus procesos y dictar una 
resolución que los resuelva conjuntamente para evitar 

23	 Cfr. Nieva Fenoll, op. cit., nota 5, pp. 272-273; y supra, nota 19.
24	 En lo sucesivo, con relación a estas opciones, cfr. Nieva Fenoll, op. cit., pp. 

271-279.
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determinaciones contradictorias. Esta alternativa no sólo 
afecta evidentemente la economía procesal, sino que im-
portaría una “auténtica denegación de justicia”.

4)	 Nulidad de la resolución “que parezca más incorrecta”. Se-
gún esta alternativa, con la participación de los interesa-
dos, se anulará una de las resoluciones “en demérito de la 
otra”, aunque también es posible dictar una “tercera sen-
tencia” que asuma las mejores posiciones de las demás y 
tome una resolución con un sentido distinto de ellas. Es 
importante considerar que dicha nulidad habría de limi-
tarse a lo estrictamente indispensable para resolver esta 
oposición, por lo que podrían subsistir pronunciamien-
tos ajenos a ella que contengan correspondientes fallos. 
Si bien esta alternativa sería “probablemente rápida”, im-
porta un “cierto desprestigio de los tribunales” por tener 
visos de una actuación incorrecta de su parte, aunque 
para entonces la existencia de decisiones contradictorias 
ya habría dado lugar a ese desdoro.

Siguiendo a Nieva Fenoll, la última sería la mejor alternativa 
para resolver este problema, y para un óptimo resultado debe-
ría tramitarse en un procedimiento sumario ad hoc, desarrollado 
ante un órgano jurisdiccional de primera instancia distinto de los 
que emitieron las sentencias contradictorias para asegurar su im-
parcialidad, y que permita el ejercicio de defensa de las partes.25 

En México no existe un procedimiento semejante para en-
cauzar esta cuestión, y las opciones que hay al respecto care-
cerían de esas cualidades. Por ejemplo: la acción de nulidad de 
juicio concluido no podría fungir como el procedimiento para 
dirimir la contradicción de “cosas juzgadas”, pues sus supuestos 
de procedencia son sumamente limitados.26 De momento, al me-
nos para algunas materias, la opción en nuestro ordenamiento 
para salir de este problema consistiría en determinar en el proce-
dimiento de ejecución de alguna de las sentencias la ineficacia de 
uno de los pronunciamientos contendientes, debiéndose permi-
tir la intervención de todas las partes interesadas y citarlas para 

25	 Cfr. ibidem, pp. 279-286.
26	 Supra, nota 8.
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que la decisión de este procedimiento les pare perjuicio; pero 
esta opción tiene el inconveniente de la improbabilidad de que 
el juez que conozca de este procedimiento prive de eficacia su 
propia resolución, aunque esta determinación pueda examinarse 
ulteriormente en amparo indirecto.27

IV. Reconocimiento de cosa 
 juzgada extranjera

La cosa juzgada extranjera puede requerir eficacia en un sistema 
jurídico nacional cuando la satisfacción de sus determinaciones 
necesita la conformidad de las autoridades del ordenamiento 
huésped con sus pronunciamientos. Este típico problema del de-
recho internacional privado también puede verse con una pers-
pectiva constitucional e internacional de derechos humanos.

Históricamente, la eficacia de la sentencia extranjera se apo-
yaba en su conveniencia para las relaciones interestatales y era 
una mera cortesía del sistema jurídico receptor, pues dicha reso-
lución es manifestación de la soberanía del Estado que la emitió 
y la cual no puede irrumpir en el ámbito de otro; pero luego se ha 
afianzado la idea de que cooperar con otro Estado para cumplir 
las decisiones de sus tribunales constituye un auténtico deber.28 
El punto de apoyo sustancial para lo último es hoy el reconoci-
miento, de una u otra manera, de la tutela judicial efectiva como 
parte del elenco de los derechos humanos reconocidos a nivel 
internacional;29 dar eficacia a las situaciones jurídicas determi-
nadas por una sentencia extranjera, no ha de verse hoy como 
una concesión sino una actuación de su parte para asegurar en 
su ámbito espacial la efectividad de los procesos y garantizar los 
derechos sustantivos que hace valer esa resolución.

En México, el fundamento sustantivo genérico para recono-
cer sentencias extranjeras son los artículos 7o. de la Convención 

27	 Artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo.
28	 Cfr. Sentís Melendo, Santiago, La sentencia extranjera (exequatur), Buenos 

Aires, EJEA, 1958, pp. 30-32.
29	 Véanse en particular los artículos 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Ci-

viles y Políticos y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
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Interamericana sobre Normas Generales de Derecho Internacio-
nal Privado y 13, fracción I, del Código Civil Federal; a este mismo 
efecto, en materias civil, mercantil y laboral, rige la Convención 
Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias 
y Laudos Arbitrales Extranjeros. El procedimiento para llevar a 
cabo dicho reconocimiento se halla en la legislación procesal.30

Otorgar eficacia a una sentencia extranjera plantea distintos 
problemas. El primero ha sido acreditar la autenticidad del docu-
mento que la hace constar, que hoy se haya resuelto en muy buen 
grado por la “apostilla” que establece el Convenio de La Haya por 
el que que se Suprime el Requisito de Legalización de los Docu-
mentos Públicos Extranjeros. El segundo, que aún persiste, es el 
conocimiento del derecho extranjero necesario para dar eficacia 
a la sentencia dictada por el tribunal de distinto país; esta cues-
tión es compleja y amerita una mención especial.

En 1988 se reformó la legislación civil mexicana para adop-
tar la teoría italiana (rinvio ricettizio) que incorpora el derecho 
extranjero al doméstico y prescribe que se le dé el mismo trato, 
por lo que el juez nacional debería conocerlo y aplicarlo como lo 
haría el juzgador perteneciente a dicho sistema,31 pero en reali-
dad esta posición no ha sido asumida por los tribunales que han 
persistido en la idea del derecho extranjero como objeto de prue-
ba a instancia de parte;32 en cambio, esta última posición subsiste 
normativa y materialmente en materia mercantil.33 Pero el dere-

30	 Cfr. Sentís Melendo, op. cit., p. 30.
31	 Cfr. Pereznieto Castro, Leonel, Derecho internacional privado. Parte general, 

8a. ed., México, Oxford University Press, 2009, p. 211. Véanse los artículos 
12, 14, fracción I, del Código Civil Federal y 86 bis del Código Federal de 
Procedimientos Civiles; cfr. artículos 267, 1173 y 1174 del Código Nacional 
de Procedimientos Civiles y Familiares.

32	 Véase en particular Derecho extranjero. Su demostración en juicio corres-
ponde a las partes, y al tribunal mexicano la potestad de verificar su texto, 
vigencia, sentido y alcance, para lo cual debe atenderse a las convenciones 
internacionales en las que el Estado mexicano ha sido parte, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, t. XV, marzo de 2002, tesis 
I.3o.C.302 C, reg. 187565, p. 1326.

33	 Véase en particular Derecho extranjero. Para decidir sobre la carga de la 
prueba en materia mercantil, es inaplicable el Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. épo-
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cho extranjero es una categoría sui generis: aunque su aplicación 
sea imperativa e inmediata —en los términos señalados— no es 
exigible a un juez nacional que lo conozca como el propio,34 y 
siempre es necesario acreditar su existencia de manera similar a 
un “hecho”.35 La necesaria consideración del derecho que rige la 
sentencia extranjera es uno de los aspectos que hacen problemá-
tico el reconocimiento de la cosa juzgada extranjera.

Una sentencia extranjera puede traerse a un sistema jurídico 
de distintas maneras:36

1)	 Precedente judicial extranjero que sirve de criterio abstrac-
to orientador —no con efecto jurídico directo y concre-
to— para interpretar el sistema jurídico nacional.

2)	 Medio de prueba de hechos en sentido estricto que hace 
constar como documento público.

3)	 Norma jurídica extranjera concretizada que, con calidad de 
cosa juzgada,37 (a) declara o constituye un estado jurídi-
co, o (b) condena a cumplir obligaciones de hacer o de no 
hacer, cuyas consecuencias y fundamentos38 se busca que 

ca, lib. XXIII, agosto de 2013, t. 3, tesis I.5o.C.39 C (10a.), reg. 2004210, 
p. 1635.

34	 Cfr. Derecho extranjero. Problemas que se generan para su aplicación en 
un caso concreto, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. épo-
ca, lib. XXIII, agosto de 2013, t. 3, tesis I.5o.C.40 C (10a.), reg. 2004211, p. 
1636.

35	 Cfr. Derecho extranjero. su naturaleza para efectos de determinar la carga 
de pro-barlo, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. época, lib. 
XXIII, agosto de 2013, t. 3, tesis I.5o.C.43 C (10a.), reg. 2004214, p. 1639.

36	 Cfr. Silva, Jorge Alberto, Derecho internacional sobre el proceso, 3a. ed., Mé-
xico, Porrúa, 2011, p. 327.

37	 Cfr. García Máynez, Eduardo, Introducción al estudio del derecho, 53a. ed., 
México, Porrúa, 2002, pp. 82-83; y Cosa juzgada debe analizarse ex oficio, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, t. XXIX, febrero 
de 2009, tesis I.4o.C.37 K, reg. 167949, p. 1840.

38	 Véanse Silva, op. cit., p. 334; y Cosa juzgada. Su autoridad radica en la 
parte resolutiva y los considerandos de la sentencia, Tercera Sala, SJF, 
6a. época, vol. CXXXVI, cuarta parte, reg. 269141, p. 331; y Sentencias. 
Su autoridad se extiende a los considerandos, Tercera Sala, Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, t. VI, jurisprudencia 501, 
reg. 394457, p. 331.
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adquieran eficacia en el ordenamiento y en el territorio 
nacionales.

La primera de las funciones indicadas no interesa en este mo-
mento, pues en realidad en modo alguno significa que la senten-
cia extranjera sea eficaz en un ordenamiento nacional, es decir, 
que (extraterritorialmente) haga valer en él las consecuencias 
de sus resoluciones. Basta decir a su respecto que la cosa juzga-
da y su carácter concreto son diferentes al precedente judicial 
y su naturaleza general, abstracta e impersonal que permite su 
aplicación a un número ilimitado de casos futuros.39 De esta ma-
nera, tenemos tres distintas modalidades de eficacia que puede 
adquirir una sentencia extranjera: medio de prueba, resolución 
declarativa o constitutiva, y resolución ejecutiva o de condena.40

En rigor, la sentencia extranjera como medio de prueba41 se 
limita a ser un instrumento por el cual se pretende demostrar la 
verdad de hechos y enunciados fácticos por hacerlos constar o 
implicarlos en su calidad de documento público y por el papel 
de “testigo de calidad” del juez que la dictó; cometido que podría 
cumplir o no ese cometido si así lo determinase el juez nacio-
nal.42 Esta función es diferente a dar eficacia en el ordenamiento 
doméstico a las decisiones sobre cuestiones fácticas adoptadas en 

39	 Cfr. Gómora Juárez, Sandra, Un análisis conceptual del precedente judicial, 
México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2018, http://bit.ly/
3Q8kR20, pp. 59, 61-62 y 79-80.

40	 Cfr. Sentís Melendo, op. cit., nota 28, pp. 66-67.
41	 Véanse en general Fairén Guillén, Víctor, Teoría general del derecho proce-

sal, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1992, http://
bit.ly/3OlEQf7, p. 540; y Silva, op. cit., nota 37, pp. 328-329 y 332-334. So-
bre los aspectos epistemológicos de este tema, cfr. González Lagier, Daniel, 
“Prueba, hechos y verdad”, en Ferrer Beltrán, Jordi, (coord.), Manual de ra-
zonamiento probatorio, México, SCJN/EFFJ, 2022, http://bit.ly/3V3SHZy, 
pp. 12-16 y 20-22.

42	 “[L]a sentencia extranjera producida como simple medio de prueba no vin-
cula con la autoridad de la cosa juzgada, sino que deja una absoluta libertad 
para el examen de la cuestión en hecho y en derecho”, Sentís Melendo, 
op. cit., p. 95 (cursivas añadidas) (en apariencia citando textualmente a 
Mortara, Lodovico, Manuale della procedura civile, Turín, 1926, t. II, p. 234; 
e idem, Commentario del codice e delle leggi di procedura civile, 3a. ed., Milán, 
t. V, p. 43 [n. 30]).
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la sentencia extranjera y a los razonamientos que las motivan, 
propios del juicio y del poder dispositivo jurisdiccionales, que 
constituyen cosa juzgada a la que refleja pero inexorablemente 
estará sujeto el juez nacional al reconocerla y con ello incorpo-
rarla a su propio ordenamiento.43

El reconocimiento de la cosa juzgada extranjera, por tanto, se 
refiere a dar eficacia a las resoluciones de la sentencia que la es-
tableció y los razonamientos en que se basa, en cualquiera de las 
modalidades que puede adoptar. En relación con lo anterior, es 
muy importante tener presente la clasificación de las sentencias 
de acuerdo con la finalidad de sus determinaciones: 1) declarati-
vas, que reconocen una situación jurídica previamente existente; 
2) constitutivas, que crean, modifican o extinguen un estado ju-
rídico; y 3) de condena, que ordenan la realización de una con-
ducta.44

El problema con el reconocimiento de la cosa juzgada extran-
jera en México radica en que los artículos 554 y 569 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles exigen un procedimiento de 
homologación (exequátur) únicamente cuando “implique ejecu-
ción coactiva sobre personas, bienes o derechos”, mencionan las 
sentencias que “sólo vayan a utilizarse como prueba”, y no consi-
deran de manera expresa las sentencias meramente constitutivas 
o declarativas. Similar cuestión —o peor— sucede con la nueva 
legislación mexicana: los artículos 1181 y siguientes del Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares tampoco dis-
tinguen claramente el reconocimiento de sentencias extranje-
ras declarativas o constitutivas, e incurriendo en una petición 
de principio, se limitan a señalar que las resoluciones de otros 
países se reconocerán automáticamente cuando no requieran un 
procedimiento de homologación, pero sin expresar —como hace 
el código aún vigente— los casos en que éste sería necesario.45

Es posible que ambos códigos incluyan las sentencias consti-

43	 Cfr. Nieva Fenoll, op. cit., pp. 177-182.
44	 Ovalle Favela, José, Derecho procesal civil, 3a. ed., México, Harla, 1989, 

p. 202.
45	 Cfr. artículo 1183 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Fami-

liares.
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tutivas y declarativas en el género de las que funjan como “prue-
ba”, pues al no requerir la realización de sus consecuencias sobre 
personas y cosas, su eficacia en el ordenamiento interno se agota 
al asumir el juez sus determinaciones en su propia decisión. Sin 
embargo, como ya se indicó, esta asimilación no resulta exacta, 
pues establecer la calidad de cosa juzgada de una sentencia ex-
tranjera requiere acreditar distintas normas jurídicas extranje-
ras, ciertas características de la resolución de que se trate y su va-
loración en relación con el ordenamiento vigente, especialmente 
para determinar si se afecta el orden público nacional.46

Lo anterior lleva a otra cuestión: si para que surta efectos en 
un proceso ya iniciado, el reconocimiento de la cosa juzgada cons-
titutiva o declarativa puede hacerse en un incidente o requeriría 
un procedimiento de exequátur. Esta cuestión ha sido discutida 
desde hace casi ciento veinte años por distintos procesalistas, de 
entre los cuales destacan Chiovenda y Carnelutti para quienes el 
reconocimiento de una sentencia extranjera puede darse tanto 
en un procedimiento especial y autónomo como dentro de uno 
incidental dentro de un proceso ya iniciado.47

Esta opción es la más viable para satisfacer los principios 
de economía procesa., continencia de la causa y concentración 
que realizan los derechos de audiencia, justicia pronta y plazo 
razonable que consagran los artículos 17, párrafo segundo, de la 
Constitución y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. De esta manera, las partes podrían debatir no sólo so-
bre la existencia de la sentencia sino también las condiciones ne-
cesarias para su eficacia en el ordenamiento mexicano, para que 
el juzgador adopte una decisión sobre los efectos que daría en el 
proceso que esté llevando a cabo.

46	 Cfr. artículo 571 del Código Federal de Procedimientos Civiles, y 1186 y 
1189 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares.

47	 Cfr. Sentís Melendo, op. cit., nota 28, pp. 143-147.
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V. Notas finales

Los problemas de la cosa juzgada expuestos en las secciones an-
teriores no son los únicos que presenta en la actualidad esta fi-
gura procesal tradicional, a ellos podrían sumarse otros como la 
naturaleza de la que podría en principio llamarse “cosa juzgada 
administrativa”48 o lo problemas que pueden plantearse en mate-
ria de sentencias de amparo desestimatorias, particularmente en 
relación con intereses legítimos colectivos.49 Estos problemas pa-
recen meras sutilezas técnicas, pero podrían tener importantes 
consecuencias en la impartición de justicia en casos particulares, 
inclusive con trascendencia más allá del interés de las personas 
involucradas en ellos.

Desde mi punto de vista, el mayor de todos estos problemas 
que aún presenta la cosa juzgada es uno fundamental: la defini-
ción de su modalidad refleja. Los mayores o menores alcances de 
la caracterización de este concepto son determinantes no sólo 
para garantizar la seguridad jurídica, sino también para una jus-
ticia más eficaz.

Esperemos que, en el futuro, para lograr una mejor imparti-
ción de justicia, haya una mayor atención sobre la cosa juzgada, sus 
implicaciones y sus retos en la actualidad jurídica de nuestro país. 
Un auténtico Estado de derecho se basa en una aplicación indepen-
diente, objetiva, técnicamente rigurosa de la ley, y por la firmeza 
de las decisiones de los tribunales que nos aseguran que así sea.
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